Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 18) 


Es un gusto recibir a esta delegación del Secretariado Ejecutivo del PIT-CNT integrada por los 
señores Washington Beltrán, Richard Reed y Alvaro Ortiz, que han concurrido para trasmitirnos algunas 
cosas que consideran de interés para esta Comisión. A tal efecto, les cedemos la palabra. 


SEÑOR REED.- Solicitamos esta reunión con ustedes porque nos parecía importante que conocieran 
algunas acciones que estamos realizando en una temática que incumbe a esta Comisión, ya que tiene que 
ver con el tratamiento de los presos en el COMCAR. 


Como central sindical desde hace cinco meses que estamos en conocimiento de que los reclusos 
se estaban organizando dentro del COMCAR y pidieron asistencia al movimiento sindical. Con el permiso 
del Ministerio del Interior concurrimos, y desde ese momento hasta la fecha hemos ayudado a crear una 
organización dentro del establecimiento que contempla a delegados de todos los módulos y de las 
planchas, lo que sirve no solo para la contención del propio recluso. Nosotros sabemos en carne propia 
que hay un antes y un después, si los presos se organizan. 


Lamentablemente, hace unos cincuenta días hubo una situación conflictiva en uno de los 
módulos del establecimiento, pero la organización de los reclusos -con actitudes muy correctas- ayudó a 
que no se llegara a mayores. De ese modo se pudo contener la violencia que hay allí dentro. 


Nos gustaría que supieran de parte nuestra -más allá de que lo deben conocer mucho mejor que 
nosotros- que en nuestras recorridas por el COMCAR y en nuestra relación con los reclusos nos hemos 
encontrado con una realidad muy cruel, que está por fuera de cualquier razonamiento normal o de 
cualquier lectura que podamos dar a lo que puede significar que una persona esté recluida por haber 
cometido un delito. El hacinamiento que hay ahí dentro y la forma de vida que se tienen que dar, casi 
autogestionándose en los módulos, es una de las peores pesadillas. Nosotros consideramos central que la 
sociedad busque los medios para que quien cometa un delito pague la culpa, pero si bien los presos tienen 
limitaciones desde el punto de vista legal, también tienen derechos. Allí no hay ningún derecho que se 
cumpla. 


Como parte de esta sociedad -todos coincidimos en que se sane para que nuestras familias 
puedan vivir en una sociedad distinta a la actual y a la que hemos vivido durante muchísimos años- nos 
parece que debemos romper la hipocresía de creer que una vez que pasó el portón el recluso ya no existe. 
La persona que está ahí dentro cuando salga lo hará seguramente muy cargada de odio, porque realmente 
no le debe nada a la sociedad y, si bien puede reconocer que tiene que pagar por una culpa con su 
reclusión, ahí dentro es una escuela del delito. Cuando salga, seguramente, va a reincidir y será mucho 
más violento, porque la vivencia o la estadía allí dentro lo único que puede haber hecho es distorsionarle 
mucho más sus valores o su conducta. 


Para nosotros ayudar a organizar a los presos allí es una tarea en la cual asumimos nuestra 
responsabilidad, teniendo claro que es un muy pequeño el aporte para ayudar a que vean que 
organizándose, con códigos de conducta distintos a los que transitaron ellos cuando estaban en libertad, es 
posible reinsertarse. 


Como los temas no son líricos ni nos quedamos en la fantasía -tratamos de mantener el cable a 
tierra en la realidad que viven ellos- tenemos claro que hay una ausencia del Estado, una ausencia de la 
sociedad para hacer posible que el recluso se reintegre. Hace unos treinta días tuvimos una reunión con la 
Suprema Corte de Justicia y habíamos tenido otra con la señora Ministra del Interior. Lo primero que 
queremos decir es que hay leyes que no se cumplen, porque según en el Juzgado que caigan, el Juez 
actúa de acuerdo a su conciencia y hace su interpretación. Me refiero, por ejemplo, a la ley de los dos 
tercios o a la del dos por uno, que computa un día de pena por dos días de trabajo o estudio. Hay una 
anécdota realmente tragicómica, si no fuera tan dramática. La Suprema Corte de Justicia solicitó al 
Ministerio del Interior los expedientes de los reclusos de los últimos diez años para computar el dos por 
uno. El Ministerio contestó que tenía datos desde el año 2005. Eso es mentira, porque los presos que 


trabajaron desde el año 2005 para atrás tenían un peculio que se asignaba a su familia que en algún lado 
está registrado. Lo que no hay es una voluntad de que la ley se aplique en toda su dimensión con 
rigurosidad. Otro tanto ocurre con el estudio. Las condiciones no son nada favorables para incentivar al 
recluso a que estudie, y nos hemos encontrado que malos empresarios utilizaban el espacio del COMCAR 
desde hace muchos años para dar trabajo a unas cien personas con salarios de $5 o $6 la hora. Eso no 
solo es una competencia desleal para el empresario que afuera cumple rigurosamente con los tributos sino 
que, además, es una clara explotación. El recluso tiene derecho a cobrar el laudo. Quien se instale allí 
adentro no tiene otra prerrogativa que pagar lo que tiene que pagar. 


Hay una ausencia muy importante del Estado, que debería motivar a que la ley fuera aplicada en 
su dimensión, tratando de que el propio establecimiento fuera el proveedor. Podría ser de carpintería, 
desde una puerta hasta un mobiliario; de herrería de obra, de la cual hemos visto trabajos excelentes; de 
chapa y pintura de autos, de electricidad, de soldadura. En el establecimiento se pueden fabricar muchas 
cosas, lo que daría posibilidades de trabajo a los reclusos y los sacaría de esa situación, no digo de inercia 
-porque ahí nunca hay inercia- pero tan complicada de relacionamiento en los espacios tan restringidos que 
hay dentro de las celdas o en los patios. Allí trabajarían ocho horas y podrían tener un peculio para la 
familia, que vendría muy bien. 


El Estado no solamente está ausente sino que, además, no se cumple con rigurosidad la ley 
sobre el 5% del personal contratado. El Patronato ha insistido con el tema, pero el primer ausente en su 
aplicación es el propio Estado. Desde que está en vigencia esa ley, contados con los dedos son los 
reclusos que han tenido posibilidades de empleo. Entonces, nos parece una gran hipocresía, porque a 
veces aparece como muy buen elemento para la chicana política, hablando de la violencia, pero luego de 
pasada la ola de efervescencia periodística todo vuelve a su normalidad. Pero mientras esa normalidad 
pueda parecer una calma chicha a nivel de los medios, en celdas de cuatro están viviendo dieciocho. 


Cuando digo que la sociedad es hipócrita es porque reclama más mano dura, más penas, y no 
hace lo posible por insertar nuevamente en la sociedad a los reclusos que salen. No me hago la fantasía de 
que todos son así, pero tengo muy claro que la mayoría de los reclusos, si tiene una posibilidad de 
reinserción, la va a aprovechar. Pero si esa posibilidad no se la brinda la sociedad es muy difícil que desde 
su condición de ex preso la tenga. 


Ayer escuché por la radio algo que me pareció escandaloso. Todos decimos que al preso hay que 
darle posibilidades de reinserción, y el Estado debería dar el ejemplo, porque el rótulo de ex preso es un 
estigma muy importante en muchos lugares, pero no lo debería ser para el Estado. Sin embargo, escuché 
que los bomberos estaban llamando a un número importante de personas para trabajar allí. Los requisitos 
eran segundo ciclo de enseñanza, no medir menos de 1,68 metros ni tener antecedentes penales. Es muy 
difícil para un preso reinsertarse, si en el propio Estado le ponen esa limitación. ¿Cuándo se va a reinsertar 
si no le damos la posibilidad? Por eso digo que la sociedad es hipócrita. 


También nos hemos encontrado con una situación bien difícil, que es el relacionamiento en los 
Juzgados. Nosotros podemos aceptar las limitantes que desde el punto de vista económico y edilicio 
tienen todos los Juzgados; lo podemos aceptar porque es el común denominador de la realidad uruguaya. 
Lo que no podemos creer es que haya presos que tienen cumplida mucho más de la mitad de la condena y 
no tienen definición del Juzgado. 


La aplicación de las salidas transitorias es de total albedrío. Tenemos dos lecturas. El Ministerio 
del Interior nos dice una cosa y la Suprema Corte de Justicia nos dice otra diametralmente opuesta. El 
último antecedente señalaba que había 181 personas con posibilidad de salir en tres a seis meses. Esos 
seis meses terminaban en noviembre. Se hizo el testeo individual que hace el Instituto Nacional de 
Criminología y que luego estudia el Fiscal y el abogado. A nosotros el Ministerio del Interior nos dice que el 
85% de las causas llegan al Juzgado con visto bueno, positivo, del Instituto Nacional de Criminología, pero 
cuando llegamos a la Suprema Corte de Justicia encontramos que es al revés, que tienen documentado 
que el 85% va con resultado final negativo. 


Por otra parte, si bien es cierto que en los últimos veinte días -al menos en el COMCAR- se 
dieron unas doscientas libertades y muchas fueron para enfermos en situación terminal, todavía sigue 
habiendo muchos enfermos terminales dentro del penal. Algunos de ellos tienen más de la mitad de la pena 
cumplida. Una mayor prontitud en la resolución de los casos puede ser una de las salidas para el problema 


del hacinamiento, otorgando prisión domiciliaria a los mayores de setenta años o a la mujer embarazada 
que está en Cabildo. 


Pido disculpas porque esta no es una materia que domine. Hablo más con el sentimiento que con 
el raciocinio; ocurre que después de transitar por ahí adentro es muy difícil razonar con la cabeza fría 
porque nadie está libre de caer allí, salvo que tengamos tres apellidos; pero si somos unos Rodríguez 
comunes y corrientes podemos caer hasta por un incidente. 


Hay hechos que se dan y son realmente aberrantes. Se puede decir que son excepciones pero 
ya es suficiente con que haya un caso. 


Conozco el caso de un pibe que es de mi palo, de la bebida, que está hace cuatro meses preso 
en el Módulo V del COMCAR y que procesaron por una rapiña agravada. Ese día el pibe estaba 
trabajando. Tenemos cuarenta testigos, pero lo apuntan y en dos días lo procesan. A los dos días se 
entrega quien realmente cometió el delito y narra cómo realizó la rapiña. Le dicen "muchas gracias", pasa 
al Juzgado 12* y de ahí pasa al Ministerio del Interior, a Hurtos y le toman la declaración. El botija se fue y 
hace cuatro meses que sigue nuestro compañero preso, cuando ya el Juzgado y el Ministerio del Interior 
tienen una declaración por la que el autor se hace cargo del delito. Seguramente, debe haber más casos 
como este. Traigo este ejemplo porque, reitero, es de mi palo, de la bebida, pero también porque son de las 
cosas que enlodan la credibilidad del sistema judicial y del sistema político uruguayo 


En definitiva, este tipo de cosas no debería suceder. 


Tenemos prevista una entrevista con la señora Ministra del Interior la semana próxima y hemos 
tenido muy buena receptividad de parte de los mandos, sobre todo en el COMCAR. Hemos hecho un 
convenio con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas para tomar los resguardos para las familias 
porque el temporal del 23 de agosto de 2005 tiró todo y quedan a la intemperie prácticamente cinco o seis 
horas niños y mayores de edad y si llueve, se empapan. También hicimos un trabajo solidario entregando 
ropa en Cabildo y en COMCAR. 


Nuestra intención es que se les permita realizar elecciones por módulos. El Ministerio del Interior 
tiene muy claro que continenta y ayuda el hecho de tener organizados a los presos. No es el único lugar. 
En la cárcel de Canelones también hay una organización que está trabajando con las familias en la 
reinserción, apoyando el estudio y brindando trabajo. Creo que vale la pena que todos nos esforcemos y al 
menos le demos una mano a aquel que quiera reinsertarse en la sociedad, haya cumplido una pena y 
tenga una definición de vida distinta cuando salga. Es muy triste ver que los pibes salen y reinciden. Creo 
que muchos van a reincidir, pero no todos piensan igual; la gran mayoría de los que hemos visto cuando 
fuimos con el compañero Beltrán reclama que le den una oportunidad de empleo o de estudio. 


Con todo respeto hacia ustedes, queremos sugerirles o exhortarlos a que busquen que el Estado 
permita que el recluso sea proveedor de insumos terminados en carpintería, herrería, etcétera. De esa 
manera, estaremos contribuyendo a vivir en un país distinto, mejor, más sano y con menos peligrosidad. 


Les agradezco que nos hayan brindado estos minutos. Tal vez nuestro aporte no les descubrió 
nada nuevo pero es el testimonio de una organización como la Central de Trabajadores que se ha metido 
en este tema; creemos que está bien que lo haga dentro del marco legal y de los reglamentos que existen 
en los establecimientos. 


Tenemos la convicción de que este no es problema de un sector, sino que la sociedad en su 
conjunto es la que debe buscar una solución para lograr la reinserción del recluso. Ustedes son los 
representantes de la sociedad, son la pluralidad del pensamiento colectivo de los uruguayos y entendíamos 
que este era el ámbito ideal para hacer nuestro planteo, que no es un reclamo hacia ustedes; solamente 
queríamos que, como Comisión que está en el tema, conocieran la opinión del movimiento sindical. 


Para culminar, si me permiten, quisiera plantear que en la Suprema Corte de Justicia nos hicieron 
algunos reclamos -en algún momento con mucho énfasis- dirigidos al Poder Legislativo. No sé si es 
unánime aquí adentro, pero creo que hay una opinión mayoritaria en cuanto a que es necesario revisar al 


menos algunas partes del Código Penal. Realmente, nos parece que está pensado para otra historia, para 
otro país. 


También nos reclamaban por un problema de dualidad en la interpretación de las leyes, porque el 
Legislador debió haber sido más preciso, o algunas reglamentaciones deberían serlo, para no dar lugar a 
diversas opiniones a nivel de los uzgados. Pido disculpas porque no manejo términos jurídicos pero, en 
síntesis, eso fue lo que nos transmitieron y queríamos trasladarlo a ustedes. 


Agradecemos que nos hayan atendido. Si tienen alguna pregunta, con mucho gusto la vamos a 
responder. 


SEÑOR BERNINI.- Les damos la bienvenida a esta Comisión 


Saludamos, en primer lugar, que el movimiento sindical uruguayo, a través de su Secretaría de 
Derechos Humanos haya tenido la suficiente sensibilidad primero y claridad política después, para asumir 
que este es un tema que, como la organización social más importante que tiene este país, sin lugar a 
dudas, debía abordar. No sólo lo tomó en el discurso o en el análisis político, sino que lleva la idea a la 
práctica y se comienza esta tarea. Sin lugar a dudas, todos tenemos una idea de lo que puede ser el 
COMCAR. La descripción que hace el señor Reed está claramente cargada de adjetivos que compartimos 
y nos preocupa. 


Para aquellos que, como yo, pensamos que no debe haber nada más educativo en valores que el 
trabajo, el hecho de que el movimiento sindical haya tomado el tema, se haya involucrado, haya 
comenzado a trabajar, a conectarse con esa realidad asumiéndola de esa manera, significa un salto en 
calidad importantísimo para los reclusos. Para ellos debe ser bastante novedoso compartir este asunto con 
los representantes del movimiento sindical, en particular, porque es una señal política muy fuerte y, por el 
sólo hecho de darla, el escenario se puede visualizar de otra manera. Tanto más si como movimiento 
sindical, preocupados por la situación que han visto, incurren en un camino que no es otro que el nuestro 
en cuanto a profundizar la necesidad de seguir avanzando, como se hizo en su momento con la ley de 
humanización del sistema carcelario, sobre todo en el aspecto de la redención de la pena por trabajo y por 
estudio. Tenemos dificultades para contar con ámbitos físicos como para que esto tenga en la práctica un 
contenido material y que realmente se pueda efectivizar. 


El otro día nos decía la señora Ministra que aun con las condiciones de hacinamiento que existen 
en el COMCAR, hay cerca de novecientos presos que trabajan y cerca de seiscientos -o al revés- que 
estudian; ello realmente sorprende, porque sin tener las condiciones elementales es algo sumamente 
importante y no hace otra cosa que manifestar la voluntad de la gente para hacerlo. El hecho de que 
podamos contar hoy con educadores en todo el sistema también es muy importante. Pero claro, tenemos 
un atraso muy significativo en materia locativa y coincidimos en que hay dificultades -para llamarlo de 
alguna manera- en lo que significa la aplicación de las leyes y del Código Penal. La aplicación de las penas 
alternativas también fue preocupación de la Comisión cuando fuimos a hablar con la Suprema Corte de 
Justicia. 


En cuanto al ejemplo planteado por el señor Reed, sugiero que haga llegar a la Presidencia la 
fotocopia del acta en Hurtos y Rapiñas, de la persona que fue a declararse culpable de una rapiña por la 
que está pagando otro, que ingresó en abril y que todavía está adentro, mientras que increíblemente la 
persona que confiesa el delito esté libre. Nosotros nos vamos a dar la manera para hacerlo llegar a donde 
corresponda, pero sería importante que lo aportaran. 


Obviamente que este es un problema de la sociedad, de todos, y una gran parte de esa sociedad 
son los trabajadores y su movimiento organizado. Por tanto, volvemos a saludar enfáticamente su 
involucramiento. 


Me voy a referir a todo lo que significa la concepción del trabajo como elemento fundamental en 
la inclusión social y en la educación en valores. Voy a respaldarme en el incumplimiento de algunas 
disposiciones, que están votadas pero que no se aplican por falta de reglamentación. Me refiero al 5% de 
cuota para lo cual, si no se cumple, no hay una multa o algo que duela; esto está pasando inadvertido. 
Quiero comunicar que en la Comisión de Legislación del Trabajo estamos procesando el debate de un 
proyecto de ley que refiere al acceso al trabajo en obra pública, ya sea por ejecución directa o por licitación. 


Se crean comisiones interdepartamentales de trabajo, se abren inscripciones y por sorteo -bien 
democráticamente- se adjudican puestos de trabajo para el ingreso en esas obras públicas de personal no 
especializado y práctico. 


En el proyecto que estamos procesando incluimos, entre otras cosas, la cuota del 5%. Al final del 
proyecto establecimos un artículo que dice que si el Estado o el empresario no cumplen con dicha 
disposición, ya sea cuando se realiza el llamado a licitación, en los pliegos, para los funcionarios del Estado 
se aplicarán las máximas sanciones -de acuerdo con las leyes vigentes- y en el caso de que sea el 
empresario quien incumpla, tendrá multas que irán de cincuenta a quinientas unidades reajustables. 
Además, en la medida en que no se regularice la situación, no podrá presentarse a otros llamados del 
Estado para realizar obras públicas. 


Yo sé que no vamos a resolver el problema con esto, pero son aportes que pueden ir en el 
camino para hacer efectivamente realizables las cosas en las que hay voluntad política, en la medida en 
que este Parlamento las ha votado. Este es un ejemplo de nuestra preocupación para avanzar en este 
sentido. 


En este momento estamos analizando la posibilidad de presentar un proyecto de ley que nos 
sugirió el Patronato Nacional, porque tienen dificultades hasta para las condiciones contractuales, en 
cuanto a la dependencia de los liberados para trabajar, y debe hacerse a través de convenios. En ese 
articulado figura que no pueden percibir menos de lo que gana un trabajador en la misma categoría y en la 
misma rama de actividad, que deben estar registrados en el BPS, etcétera. Es decir, una serie de garantías 
que hoy no se cumplen, además de hacer la salvedad de las consecuencias ulteriores que pueda haber 
cuando se finaliza un contrato a fin de dar certezas al propio Patronato, y una exoneración de aportes 
patronales también para el Patronato. 


Este es otro ejemplo que está dirigido a generar las mejores condiciones legales para facilitar la 
reinserción, porque entendemos que es la única herramienta que podemos tener. 


Saludo nuevamente el planteo. Les puedo decir que todos los integrantes de esta Comisión 
tenemos las mismas preocupaciones; las estamos trabajando y compartiendo con el Ministerio del Interior y 
el Comisionado Parlamentario. Naturalmente, hay una serie de definiciones y de acciones que se van 
tomarán, que no nos van a resolver el problema porque es mucho más de fondo. De todos modos, 
pretendemos avanzar en la dignificación elemental de cualquier ser humano, dondequiera que esté. 


Por otro lado, les quiero comentar algunas iniciativas que se están tomando -seguramente van a 
haber más- en el sentido de entender que lo que se debe lograr acá es la rehabilitación y no tapar el sol 
con un dedo, porque sabemos que en definitiva paga la sociedad. Paga el que está inseguro porque puede 
sufrir algún tipo de violencia en cuanto a sus derechos y también aquel a quien la vida lo llevó a cometer 
ilícitos y que hoy no lo vamos a poder reinsertar de esta manera, sino que todos tendremos que hacer un 
esfuerzo para resolverlo. 


SEÑOR REED.- Quiero dar un pantallazo para que tengan una visión más en profundidad de la 
composición de la gente que está trabajando en la organización de los reclusos. 


Al primer mes que se organizaron los reclusos, de buena fe, el Comando propone a todos los 
delegados cobrar peculio, dado que están asignados prácticamente "full time" al trabajo. Por unanimidad se 
rechaza esto, porque se entiende que se iba a marcar una diferencia entre el recluso de piso común con 
ellos, y que no solo iba a ser mal visto sino que no era correcto cobrar por realizar un trabajo organizativo. 
Eso tiene un referente ineludible en el movimiento sindical. 


Luego, como no aceptaron el peculio, el Comando les propuso que integraran el dos por uno 
para sus días de militancia, pero también fue rechazado. Con esto se jerarquizan los reclamos de los 
reclusos, que no están pensados en lo individual ni siquiera para ellos. La mayoría de las cuestiones que 
han planteado tienden mucho más hacia la cobertura o la continentación de la familia que para ellos 
mismos. 


Por otra parte, debo decir que ellos tienen tres grandes puntos respecto de los cuales yo, que he 
recorrido el COMCAR de punta a punta varias veces, puedo dar fe. Uno es la falta de asistencia sanitaria. 
Si un recluso se enferma o recibe una agresión, ahí no hay ambulancia. Muchas veces se recurre a la 
Policía Caminera -que está a unos tres kilómetros del establecimiento- o al Ministerio de Defensa Nacional, 
si tiene la posibilidad de destinar algún vehículo a la guardia externa. La enfermería no da abasto; hay una 
persona sola. No hay ambulancias y ni siquiera recursos para recuperar una ambulancia vieja que hay 
tirada en un galpón. Por lo tanto, el de la salud es el primer punto que les preocupa. 


SEÑOR BERNINI.- ¿Me permite un momento? 
SEÑOR REED.- Sí, cómo no. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a conceder la palabra al señor Diputado Bernini, pero tengamos en cuenta 
que tenemos otra entrevista. Tratemos de interrumpir pero dando agilidad a esta instancia. 


SEÑOR BERNINI.- Una de las cosas que nos comentaba la señora Ministra respecto a la asistencia - 
independientemente de que en las últimas semanas se obtuvo un ómnibus móvil para atender esas 
situaciones- es la dificultad que se tenía -que desde nuestro punto es grave- por una negativa del personal 
de la salud para atender a los reclusos. En particular, esto estuvo motivado por un suceso que se dio hace 
algunos años, en el que hubo violencia en contra de un trabajador de la salud. Esto, que objetivamente nos 
impactó porque raya con la omisión de asistencia, es parte del problema. Tenemos entendido que esto se 
ha conversado, que de alguna manera se ha comenzado a destrabar y que habría condiciones como para 
reparar un tema extremadamente delicado. A partir de contar con móviles sanitarios y de entender que la 
atención es imprescindible por parte del personal de Salud Pública, el tema tiende, no a lo óptimo pero sí 
por lo menos a salir de una situación realmente preocupante. 


SEÑOR REED.- El segundo tema es el del trabajo, no solo el que narraba que se puede hacer dentro del 
establecimiento porque hay condiciones e infraestructura para ello, sino el que surge porque los reclusos 
tienen proyectos de granjas y criaderos de aves -algunos de los cuales están siendo tomados por el MIDES 
y tienen posibilidad cierta de concretarse- y otros más. 


También les preocupa la educación. En los últimos tiempos ha habido problemas para asistir a 
las aulas e, inclusive, para el tránsito de los módulos. Ha habido obstáculos y, sin que sea una denuncia, 
queremos poner el tema sobre el tapete, porque es importante brindar educación a los reclusos. 


Estos son los tres puntos que los reclusos pidieron que trasladáramos. Aquí no se trata de mejor 
locación para ellos; no piden luz ni agua ni mejor alimentación. Como ustedes verán, piden salud, trabajo y 
educación. 


Les agradezco mucho. 
SEÑOR BELTRÁN.- Tomo en cuenta la acotación de la señora Presidenta. 


SEÑOR BERNINI.- Disculpen, debo retirarme porque me acaban de comunicar el fallecimiento del 
compañero Juan José Ramos. 


(Se retira de Sala el señor Representante Bernini) 
(Diálogos) 


SEÑOR BELTRÁN.- Creo que todo está suficientemente expresado. Agradezco, en nombre del 
Secretariado Ejecutivo del PIT- CNT, a los integrantes de esta Comisión. 


Yo quiero cerrar con lo siguiente. Hay una cuestión que nos han trasmitido en forma permanente. 
Hemos logrado, a través del Comando, las facilidades necesarias para reunirnos con los reclusos y tener 
pequeños espacios de formación en cuanto a la organización. Se ha actuado como caja de resonancia de 


las denuncias que ellos han hecho en los contactos con nuestra central y han repercutido de la misma 
manera las iniciativas que esta Comisión Bicameral ha tenido frente a los planteos que ha recibido de los 
reclusos y cómo ha analizado los temas y los ha puesto en práctica. Este es un hecho de relevancia dentro 
de los muros del penal. 


El agradecimiento que nosotros hacemos como PIT-CNT a esta Comisión Bicameral es, a su vez, 
un compromiso que asumimos, sabiendo que lo nuestro no es infinito, que nuestra tarea es una 
encomienda del Secretariado Ejecutivo de nuestra Central, que delegó en las personas del compañero 
Reed y de quien habla. 


Hemos trasmitido a los compañeros que esto era finito en el tiempo y que cuando esta iniciativa 
comience a andar -están avanzando rápidamente en su organización interna y esto permite otras 
condiciones para cuando se reintegren a la sociedad- van a tener que caminar solos, deberán recorrer un 
camino largo, pero, sin duda, sepa el Parlamento -como también se lo dijimos a la Suprema Corte de 
Justicia y al Ministerio del Interior- que en la representación de nuestra Central única de trabajadores 
pueden contar con un aliado, con un brazo más para llevar adelante las diferentes tareas y los desafíos que 
tienen por delante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CID.- Hemos escuchado que el compañero Juan José Ramos ha fallecido. Creo que esta 
Comisión no debe obviar la necesidad de que reciba un reconocimiento de todos aquellos que hemos 
estado involucrados con las distintas luchas sindicales y con los avatares sanitarios del compañero Ramos, 
expresando por lo menos el sentir por la ausencia de una persona que ha hecho mucho bien al movimiento 
sindical. 


Queremos trasmitir -para que quede constancia en la versión taquigráfica- nuestro sentir, nuestra 
preocupación y nuestra angustia compartida con el compañero Bernini, que salió prácticamente llorando de 
esta Comisión frente a este anuncio. Nos toma de sorpresa; nos genera una gran angustia y preocupación, 
pero, bueno, es la vida y como tal la asumimos, aunque eso no nos evita esta congoja que sentimos ante la 
muerte del compañero Ramos. 


SEÑOR REED.- Gracias por las palabras y el respeto. 
SEÑOR BELTRÁN..- Gracias a todos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la delegación del Secretariado Ejecutivo del PIT- 
CNT. 


(Se retira de Sala la delegación del Secretariado Ejecutivo del PIT-CNT) 


(Ingresa a Sala el Comisionado Parlamentario para el Sistema Penitenciario, doctor Alvaro Garcé) 


Asumiendo la congoja por la noticia recibida pero con la obligación de continuar con el trabajo que 
nos corresponde, la Comisión da la bienvenida al doctor Alvaro Garcé. 


Estamos tratando de mantener el contacto entre sesión y sesión y, al mismo tiempo, intercambiar 
ideas sobre algunos temas que el señor Comisionado tenía agendados como preocupación. 


SEÑOR GARCÉ.- Siempre es un gusto comparecer en esta Comisión porque es el ámbito natural para 
volcar la experiencia y el trabajo. 


En este caso, me gustaría compartir con ustedes algún breve avance de aspectos cuantitativos 
de la tarea realizada en lo que va de 2007. En ese sentido, quiero señalar que hasta ahora las visitas han 
sido 62: 40 han sido a establecimientos dependientes de la Dirección Nacional de Cárceles y 22 en el resto 
del país. 


Hasta el día de hoy, nuestra oficina ha realizado un total de 293 procedimientos. Esto no implica 
haber recibido solamente 293 quejas, sino un número bastante mayor del cual nosotros hacemos el 
correspondiente análisis y selección, y de todo lo recibido hemos concretado esta cantidad de 
procedimientos. De ellos, 87 refieren a cuestiones de salud; 55 a quejas por amenazas; 40 a quejas por 
presunto maltrato; 30 a solicitudes de traslado emparentadas con razones de seguridad, de asistencia 
médica o de cercanía familiar; 26 a reclamos por condiciones materiales de reclusión; 18 a pedidos de 
trabajo; 11 a reclamos por sanciones disciplinarias; 10 a intervenciones ante huelgas de hambre; 9 a 
planteos sobre educación y 7 a asuntos jurisdiccionales. Estas son las 293 intervenciones o 
procedimientos. 


El material que hemos hecho llegar a todos los Legisladores detalla la fecha de cada una de las 
visitas y quiénes concurrieron -si fue el Comisionado o fueron sus asesores- a los distintos 
establecimientos. En esta lista no especificamos si se trata de denuncias o simplemente de cuestiones de 
seguimiento; esto lo haremos en ocasión del segundo informe de actuación. 


Lo más importante que queremos reportar a esta Comisión es un planteo realizado en el día de 
ayer al Ministerio del Interior -que, además, fue conversado con la señora Ministra- relativo a la situación 
imperante en el Penal de Libertad. 


Por Oficio N* 119, del día de ayer, cursamos una recomendación, en torno a la necesidad de 
crear una unidad de máxima seguridad; sugerimos que podría emplazarse en el propio predio del 
establecimiento de reclusión de Libertad y que debería tener ciertas características. 


Desde el comienzo del año hasta el día de hoy han ocurrido en ese establecimiento cuatro 
muertes y ha habido, por lo menos, siete incidentes de consideración en que han resultado gravemente 
heridos seis internos. En esta oportunidad, hemos descartado otros incidentes algo menores y nos 
referimos solamente a situaciones en las que hubo muerte o riesgo de vida. 


En las últimas semanas recibimos en nuestra oficina una gran cantidad de planteos que 
insistentemente, aunque en forma incompleta, refieren a la posible existencia de armas dentro del 
establecimiento. Según esas versiones -en general coincidentes- allí habría armas de fuego. Algunos 
reclusos mencionan el acopio de pólvora por parte de determinados internos; también hay quienes hablan 
de alguna granada de fabricación casera. No hemos podido constatar estas versiones porque hasta ahora 
nadie ha hecho un planteo concreto, en el sentido de aportar la totalidad de los datos necesarios. Quienes 
denuncian lo hacen, según invocan, desde una posición de temor. Por esa razón se limitan a dar una 
referencia de carácter general. 


Más allá de no haber podido constatar el cien por ciento de estas versiones, todos estos 
insistentes relatos tienen un común denominador: refieren a una situación de riesgo dentro del Penal. Los 
sucesos de las últimas semanas parecerían acreditar el razonable fundamento que tienen estos relatos, lo 
que amerita, por lo menos, tenerlos en cuenta. 


Desde que comenzamos la tarea, ha sido intención de nuestra oficina no solo denunciar las 
situaciones, sino también proponer algún tipo de medidas alternativas. Frente a la situación que se vive en 
el Penal de Libertad, hemos llegado a la conclusión de que es imprescindible instalar esa unidad de 
máxima seguridad. El costo que ello implicaría sería perfectamente accesible, aun teniendo en cuenta los 
escasos recursos con los que cuenta el Ministerio del Interior. 


Hemos pensado en la creación de una unidad para unos doce o quince internos de máxima 
peligrosidad. En general, se trata de los reclusos que asoman por detrás de las situaciones de violencia. 
Normalmente, los incidentes son generados directa o indirectamente por un núcleo de internos. Se trata de 
aquellos que no tienen mucho para perder; son internos bastante jóvenes, que tienen una perspectiva de 
por lo menos treinta años de reclusión. Ellos son, en general, los que promueven este tipo de situaciones. 
Además, hacemos especial hincapié en la posesión de armas de fuego por parte de alguno de ellos. 


El incidente en el que recientemente resultó herido Raúl Alonso Morales -ustedes lo recordarán, 
ya que fue citado en esta Comisión a raíz de incidente que derivó en una muerte en el mes de agosto del 
año pasado- es de una gravedad extrema, no solo porque se utilizó un arma de fuego, sino porque el 
agresor emprendió a balazos contra Alonso y también contra un policía que estaba en una torre de 
vigilancia y que, como fue más rápido, pudo esquivar los balazos. Hemos hablado con muchos policías del 
Penal y nos han dicho que tienen la certeza de que si en algún momento hubiera un compañero herido o 
muerto, la reacción sería difícilmente controlable. 


Entonces, con la intención de aportar una solución y teniendo en cuenta aquello de que una 
advertencia es un acto de optimismo, planteamos la creación de la unidad de seguridad. La imaginamos 
funcionando en el sector conocido como "la isla" -aunque también podría instalarse en otro lugar- a fin de 
aprovechar la cercanía con el establecimiento, así como los servicios ya instalados y la infraestructura 
existente: caminos, vallado exterior. Para ello, habría que reciclar el inmueble de "la isla". Pensamos que el 
régimen de reclusión debería ser individual para doce, quince o dieciocho internos. Asimismo, se deberían 
construir instalaciones accesorias, como la Revisoría y una sala para la visita de los familiares y de los 
abogados, en condiciones en que no tengan contacto físico y no puedan entregar objetos a los internos. 
Además, el alojamiento sería excepcional y temporario, porque de acuerdo a las normas internacionales el 
máximo aislamiento solo puede realizarse por breves períodos y sujeto a un régimen de permanente 
evaluación. Es decir que el ingreso en esa unidad de seguridad no sería para siempre, sino que dependería 
de lo que la conducta objetivamente comprobada amerite. Si un interno, luego de haber hecho mérito para 
llegar a esa unidad de seguridad también hace mérito para salir de ella, tendrá la oportunidad de retornar a 
un régimen de media u otros escalones de seguridad. 


Esto fue lo que planteamos a la señora Ministra en el día de ayer. Conversamos sobre el tema y 
la señora Ministra adelantó su buena disposición para estudiarlo; nos dijo que compartía la preocupación 
por los episodios del Penal de Libertad y que, lógicamente, antes de pronunciarse sobre esta propuesta 
requerirá el asesoramiento técnico de la Dirección Nacional. 


Entonces, el planteo ya fue realizado. Quiero destacar que esta propuesta está hecha con ánimo 
constructivo. Si la Administración resuelve hacer otra cosa, eso va a ser muy bienvenido por el 
Comisionado. Simplemente decimos que hay que reaccionar antes de que sea tarde. Uno de los aspectos 
que planteamos en la fundamentación es que la demora entraña un grave peligro; creemos que no actuar 
implica un grave peligro. 


Esto es, en forma muy sintética, lo que hemos planteado. Quedo a disposición de la Comisión 
para hacer las aclaraciones o ampliaciones que se consideren necesarias. 


SEÑOR MOREIRA.- La verdad es que siempre que escuchamos versiones del Penal de Libertad, no 
hacemos más que preocuparnos. Es recurrente el ingreso de armas. Estamos hablando no solo de los 
cortes carcelarios tradicionales que se fabrican con elementos del propio Penal, sino de armas de fuego 


Tengo entendido que el último incidente fue protagonizado por aquel famoso "Carliño", que creo 
que fue el interno que denunció el Senador Vaillant cuando lo llamó un recluso y le dijo que esa persona 
tenía armas de fuego. Y efectivamente las tenía. 


Me preocupa muchísimo el ingreso recurrente de armas de fuego. No entiendo cómo las 
autoridades carcelarias no pueden impedir que ingresen armas de fuego a un establecimiento carcelario. 
Que ingrese un celular -sabemos que requisaron alrededor de 260- vaya y pase, pero que 
recurrentemente ingresen armas de fuego y que haya cuatro muertos y seis heridos graves me parece 
realmente alarmante. 


No sé si bastará con la propuesta del Comisionado de que en "la isla" se forme una dependencia 
de alta seguridad, o si será necesario, por lo menos, tomar medidas de contralor del ingreso o de 
revisiones más estrictas que las actuales. Digo esto porque no sabemos cuál es el alcance de la situación 
ni cuántas armas hay. ¿No se hacen requisas en el Penal de Libertad? "La isla" hoy también está ocupada; 
no sé en qué condiciones. Recuerdo que en otros tiempos "la isla" era un lugar en el que estaban presos 
políticos, en condiciones rigurosísimas, de aislamiento total y en ese momento infrahumanas, aunque no sé 
cómo se calificarían hoy. 


Los temas del aislamiento son muy delicados y los reglamentos penitenciarios lo toman como 
"ultima ratio" y realmente no sé si para impedir el ingreso de armas bastará con recluir allí a quince 
personas, o si será necesario establecer algún instrumento de control para detectar el ingreso de esos 
elementos. Después del hecho que denunció el Senador Vaillant llegamos al punto en que una abogada 
fue con un arma de fuego a entregarla. Me parece que en ese sentido hay un dejar hacer muy 
preocupante. 


Considero que es responsabilidad de la Dirección de Cárceles ejercer los controles. No puedo 
creer que no se pueda impedir el ingreso de armas de fuego a un establecimiento carcelario, porque esta 
práctica no ha sido moneda corriente sino que se ha dado en estos últimos tiempos. Los cortes carcelarios 
existieron siempre, pero de ahí a que ingresen armas automáticas, de alto poder de fuego, que le tiren a un 
guardia y que la guardia externa tenga que esquivar los tiros, ¡bueno!; es gravísimo. Me parece que no va a 
alcanzar con esa medida. 


Quienes fuimos al COMCAR -al margen de lo que dijeron los representantes del PIT-CNT- y 
vimos las condiciones en que está, comprobamos que allí hay un gobierno de los presos y los guardias lo 
ejercen poco. Si en el Penal de Libertad, de máxima seguridad, están pasando estas cosas, considero que 
deberíamos exigir que de una vez por todas se tomen las medidas necesarias para impedir el ingreso de 
armas de fuego, porque no sé en que puede terminar. Ha habido cuatro muertos y seis heridos en el Penal 
de Libertad, el penal de máxima seguridad, por lo que lo de "máxima seguridad" se convierte simplemente 
en un decir. 


Sinceramente, la propuesta del Comisionado Parlamentario me parece muy plausible, pero no 
debemos quedarnos en eso. Lo digo sin afán de criticar por criticar, pero es algo que nos tiene que llamar a 
la reflexión inmediata, porque esto no puede pasar. 


Sé que no es fácil solucionar la situación, pero llegar al extremo de que entren y salgan armas de 
fuego en forma normal en un penal de alta seguridad, es como llegar a la resignación. Y como 
consideramos que eso va a seguir pasando, decidimos aislar a quince, pero después serán veinticinco, y 
después cuarenta y dos. Realmente me parece que hay que tomar otras medidas más allá del aislamiento 
de quince personas. 


SEÑOR BRECCIA.- Por una cuestión de honestidad intelectual aclaro a la Comisión que tenía algún 
anticipo del planteo que efectuaría el señor Comisionado Parlamentario. Creo que su planteo es 
absolutamente plausible y de recibo. Sería totalmente sobreabundante manifestar acá la situación que se 
enfrenta en el sistema carcelario. 


Meditando sobre la propuesta -a los efectos de no divagar sino tratando de ir a lo concreto- me 
parece que el tema de la violencia intracarcelaria -sobre todo este asunto del ingreso de las armas- debería 
ser analizado desde sus causas, a efectos de ver si podemos aportar algo a su solución. 


Me da la impresión de que todos coincidimos en que la violencia intracarcelaria es lo natural en 
cualquier cárcel del mundo. El individuo sujeto a situaciones de reclusión es un individuo propenso a crisis 
de violencia. Pero por supuesto que, además, hay externalidades, o factores que vienen a operar desde 
afuera. Se me hace que aquí se conjugan -entre otra cantidad de elementos que se me deben estar 
escapando- algunos temas principales. Básicamente, hay un asunto de corrupción a nivel del sistema 
carcelario, corrupción que, además, está muy facilitada por situaciones que la trascienden. Sabemos, 
porque eso es lo que dicen las estadísticas, que hay una convivencia entre los presos y los carceleros 
fuera de la cárcel. Antes de que el preso caiga o después de que sale, convive con su carcelero en los 
mismos cantegriles o asentamientos. Por otra parte, hay una situación de miseria económica, porque los 
carceleros ganan muy poca plata. También hay un problema de amenazas que no debe excluirse, porque 
en la medida en que hay conocimiento del carcelero por parte del preso, obviamente que si este último 
quiere obtener alguna prebenda, la amenaza directa sobre el carcelero, el custodia o su familia, está a la 
orden del día, y sabemos que hay ejemplos en ese sentido. 


Asimismo, está el tema que la Ministra puso sobre la mesa cuando compareció, y es el de la 
droga, un elemento no solamente distorsionante de la conducta individual sino de la conducta gregaria, 
porque por él se maneja tal cantidad de dinero y de poder que, obviamente, actuando en el medio interno 
de las cárceles se termina distorsionando cualquier política carcelaria que se pretenda llevar adelante. 


Me da la impresión de que esas son algunas de las situaciones que debemos atender y atentos a 
ellas, la medida de aislamiento que propone el Comisionado Parlamentario, que en principio me resulta 
compartible, debe ser estudiada con bastante más profundidad. 


Me parece que -en este sentido voy en la dirección de lo que decía el Senador Moreira- 

extrayendo de la población carcelaria común quince o veinte reclusos de las características que se 

explicaba recién, en la medida en que la propia dinámica de esa población genera líderes, bandas y 

sectores enfrentados por posiciones de poder alrededor de la droga, este tipo de fenómeno se va a reiterar. 

Es decir que si hoy tenemos quince o veinte personas involucradas y las aislamos, mañana van a aparecer 
otros quince o veinte jefes. El gallinero necesita gallos y van a aparecer 


Entonces, esa puede ser una medida para solucionar el hacinamiento carcelario, como en su 
momento lo hicimos, pero la estudiaría. Sé que es muy difícil, pero creo que parte de la solución al 
problema concreto del ingreso de armas al Penal -que es lo que hace que la violencia sea particularmente 
peligrosa, porque la violencia con armas blancas es más peligrosa que a nivel de puños, y la violencia con 
armas de fuego es muchísimo más peligrosa que con armas blancas- está por el lado del control externo 
de todo el Penal. 


Si se me pregunta cómo solucionarlo, diría que no lo sé. Pienso, por ejemplo, en estímulos 
específicos para la guardia carcelaria que haga que los guardacárceles quieran desempeñarse como tales. 
Pero desde que me conozco, y por haber nacido y haberme criado a cuatro cuadras del Penal de Punta 
Carretas, sé que los guardacárceles no quieren ejercer ese rol; ese es el último escalón de la Policía. 


Me parece que la solución va más por ese lado que por el hecho de separar de los demás a un 
grupo de reclusos especialmente peligrosos, porque las cuestiones de liderazgo en la violencia se van a 
reproducir. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Además del diagnóstico quiero hacer aportes, se compartan o no. Creo que quienes 
conocen medianamente las dinámicas carcelarias, aquí y en todas partes del mundo, saben que el análisis 
de perfiles y su diferenciación dentro del espacio carcelario para el mejor trabajo, es lo que corresponde. 
En las actuales condiciones, con el cambio del perfil de los reclusos, es indispensable que exista un lugar 
que cumpla con las normas de Beijing y todo lo que nosotros sabemos, en un establecimiento específico 
para ese nuevo perfil y, hasta me animaría a decir, para los nuevos perfiles que habitan las cárceles en los 
últimos tiempos. En ese sentido, me gustaría afinar hacia donde encaminó la señora Ministra del Interior la 
propuesta del doctor Garcé. 


Por otra parte, está el tema de las requisas. Para que existan menos armas, no hay más remedio 
que profundizar las requisas. Quienes hemos estado siguiendo estos temas, sabemos que en los últimos 
tiempos hubo un aumento considerable en la cantidad de armas de fuego, de las más diversas y 
sofisticadas, lo que es mucho más peligroso que la existencia de celulares. A veces llama la atención el 
tema de los celulares, pero -reitero- es mucho más peligrosa la existencia de armas. No hay otra forma de 
combatir este aspecto que avanzar en la profundización de las requisas, ya sea de las que se hacen a las 
visitas como las de los pabellones que se realizan en forma sorpresiva. Obviamente, esto no es fácil de 
hacer con el número de personal policial disponible, independientemente también del otro factor que es el 
de la convivencia que puede llegar a existir. 


Me gustaría saber si ha habido medidas precisamente respecto al tema de las requisas porque 
teníamos conocimiento de que había posibilidades de comprar detectores para supervisar el ingreso de las 
visitas, como forma de coadyuvar en esta situación que se está viviendo en el Penal de Libertad. 


SEÑOR PENADÉS..- Me gustaría que el señor Comisionado Parlamentario nos asesorara acerca de dos 
asuntos. A mí me parece muy importante hacer comentarios con relación a la recomendación que acaba de 
hacer a la señora Ministra del Interior, aunque no quede más que en una conversación entre nosotros 
porque es muy poco lo que podemos avanzar al respecto 


Sí me gustaría conocer qué medidas se adoptaron en el Penal de Libertad ante ese insuceso al 
que hacía referencia el señor Senador Moreira, que derivó en que un recluso hiriera con un arma de fuego 
a otro recluso y a un agente policial. Además, esto tiene el agravante de que oportunamente la situación 
fue denunciada por un Senador. O sea que la situación denunciada por el señor Senador Vaillant -creo que 


el doctor Garcé tuvo alguna participación en esa instancia: la ida al Penal de Libertad y la denuncia de que 
una persona buscaba un traslado a cambio de..., lo que fuere- luego derivó en que durante una requisa se 
le encontraron armas a esa persona. Luego, unos diez, quince o treinta días después, esa misma persona 
vuelve a tener armas con las cuales termina hiriendo a un recluso y atacando a un guardia penitenciario. 
Me gustaría que esto se nos explicara porque nos parece un hecho bastante grave. En su momento, ese 
episodio ocasionó la renuncia del Presidente de la Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación 
Carcelaria, y no es un tema menor. Entonces, me gustaría que se nos informara sobre las investigaciones 
pertinentes y, además, que viniera la señora Ministra del Interior a explicarnos cómo ese insuceso que 
ocasionó una denuncia y una renuncia se vuelve a repetir un tiempo después. Nos gustaría conocer qué 
medidas se tomaron en la Dirección Nacional de Cárceles y, a su vez, recibir algún comentario -esto no 
para el Comisionado Parlamentario sino para la bancada de Gobierno- acerca de cómo la señora Ministra 
del Interior ve esta situación que es de suma gravedad. 


En segundo término, me gustaría saber si el señor Comisionado Parlamentario conoce la 
situación planteada en el día de hoy por un parlamentario. Parece que un ciudadano, trabajador de la 
industria de la bebida, ha sido procesado por la Justicia por un delito de rapiña agravada, a pesar de que 
se ha manifestado permanentemente inocente. Ahora parece que el supuesto autor de ese delito se 
presentó ante la Policía reconociendo su autoría, pero lo dejaron ir mientras que el primer ciudadano está 
privado de su libertad desde hace cuatro meses en el módulo 5 del COMCAR. Si no conoce la situación, 
me gustaría que el Comisionado Parlamentario se encargara de buscar los informes para que esta 
Comisión sepa qué es lo que ha sucedido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De la misma manera que el señor Senador Breccia dijo estar en conocimiento de 
algunas de las informaciones que trajo el doctor Garcé, quiero decir que yo también lo estaba porque 
mantuvimos una conversación previa. Además, creo que la inquietud que plantea es compartida. 


El doctor Garcé empezó su intervención hablando -incluso, está escrito- sobre el tema de los 
explosivos, de la pólvora, de la eventual nafta, etcétera, pero hay una especie de -no quisiera decir "fábula" 
porque tal vez no lo sea- runrún permanente que no sabemos en los hechos cómo se puede medir. Está 
muy mal que haya un arma dentro de un penal, pero sería mucho peor que hubiera cien. Este es, de 
alguna manera, un ejemplo para explicar qué es lo que quiero preguntar. En definitiva, quisiera saber si 
esta sospecha se puede probar con datos fehacientes o si es un runrún que puede servir, porque, siempre 
que se dice algo así, después se pide algo a cambio. Todos sabemos que el trueque, el chantaje y aquello 
de "yo te doy esto y tú me das esto otro" forma parte de la historia carcelaria. Me interesa lo que piensa el 
doctor Garcé sobre este tema, porque él está muy metido en esto. En ese marco, su opinión para mí es de 
suma importancia. 


Otra cosa que quiero decir, que no tiene que ver con esto pero considero necesario señalar, es 
que yo no veo pertinente -si lo dispone la Comisión, por supuesto que será correcto darle lugar- analizar un 
tema que para mí es de estricto resorte de la Justicia. Se trata de una situación que se nos planteó ahora y 
me parece que la puesta en libertad o no de una persona no tiene que ver con las autoridades carcelarias. 
La Comisión deberá resolver qué hacemos con esa denuncia que se nos planteó por parte de la delegación 
anterior. Es una opinión personal y quien quiera hablar sobre el tema, tiene todo el derecho de hacerlo. 


SEÑOR BRECCIA.- Me gustaría saber si el doctor Garcé está en conocimiento del episodio concreto 
planteado por el PIT-CNT. Si lo conoce, me gustaría escuchar algún comentario al respecto. 


SEÑOR GARCÉ.- Con relación al planteo del señor Senador Moreira y en cierta forma también del señor 
Senador Breccia, debo decir que hay un párrafo en la fundamentación de esta propuesta en el que expreso 
que la creación de esta unidad de máxima seguridad no garantiza por sí misma la total resolución de la 
problemática de la violencia. En todo caso, permitiría superar algunos de los aspectos más preocupantes. 
Está claro que esta no es la solución al problema de la violencia intracarcelaria. Con esto se está dando 
una señal muy clara. Hoy por hoy, quien comete un homicidio dentro de una cárcel, podrá aumentar su 
expectativa de condena de quince a treinta años. Pero para quien ya tiene una expectativa prácticamente 
perdida, la cosa no le cambia mucho. En lo inmediato, luego del homicidio va a ser sancionado, va a estar 
noventa días en "La Isla" y después va a volver al módulo. No le cambian las condiciones de reclusión. 


Existe algo así como una percepción de que el último escalón es el Penal de Libertad, y dentro 
de este, los Módulos F y E; prácticamente es como la última posibilidad de reclusión, como lo más riguroso, 


lo más desventajoso para un interno. Es cierto que por ese fenómeno de reproducción de los liderazgos, si 
sacamos a los que juegan en primera, suben los que están en tercera y si no se trabaja teniendo esto en 
cuenta el problema se reproduce. Lo que está claro es que a esta altura hay -es un dato de la realidad- un 
conjunto de internos que está aterrorizando al resto, que está cobrando peaje y que además a la guardia le 
ha generado miedo. La guardia tiene las balas de goma o el arma de reglamento con la expresa instrucción 
-de acuerdo con las normas que citamos, el Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley- de no usarla salvo en casos excepcionalísimos, mientras que el que de hecho posee el arma 
puede usarla cuando quiere. Entonces, la relación termina como subvirtiéndose y el que manda, el que 
tiene la fuerza, es el que posee irregularmente el arma de fuego. 


No tengo ninguna duda de que esta creación no resuelve totalmente el problema; lo que permite 
de alguna manera es descomprimir y dar algunas garantías más al personal y, sobre todo, una señal 
interna respecto a que quien cometa un homicidio seguramente va a estar en un régimen de reclusión 
distinto; no va a volver a los noventa días a hacer lo mismo, aunque si quiere hacerlo, por supuesto, puede. 
Hay gente a la cual a esta altura tener una perspectiva de treinta años o cuarenta y cinco años por delante 
no le cambia nada; es decir, treinta años, más quince de medidas de seguridad. Esto es lo primero. 


Respecto a la pregunta de la señora Diputada Argimón sobre las requisas, sin lugar a dudas son 
necesarias, pero si se sacan a quince, dieciocho, veinte o a los que sea -en esto coincide también lo que 
planteaba el señor Senador Moreira- y después continúan ingresando las armas, el tema sigue 
exactamente igual. Me consta la preocupación que tienen la Dirección Nacional de Cárceles y el Ministerio 
del Interior por contar con los medios técnicos para la detección de armas. Existe la tecnología suficiente 
como para detectar hasta un cigarrillo de marihuana; entonces, mucho más fácil es detectar un revólver 
calibre 38. De acuerdo con lo que se me ha informado, esto está a estudio y definición del Ministerio del 
Interior. Sin duda que tiene que ver con la asignación de los rubros; es imprescindible -lo planteamos en 
ocasión del informe a la Asamblea General- dotar a la Dirección Nacional de Cárceles -en general, en las 
cárceles del interior este problema no existe- de los medios técnicos como para que realmente puedan 
hacerse los controles. En esto estoy convencido -comparto lo que decía el señor Senador Breccia- de que 
son pocas las vías de entrada para la droga y para las armas: o las ingresan los familiares en ocasión de la 
visita y allí falla el control, o las entran, como lamentablemente ha quedado demostrado, algún abogado o 
abogada -cosa que me parece francamente lamentable- o, en definitiva, es un problema de venalidad y 
corrupción. 


Cuando decimos que es necesario encapsular a algunos internos, también es necesario acotar el 
personal. Es evidente que en esa unidad de máxima seguridad no puede haber drogas ni armas; no puede 
darse la posibilidad material de que existan, porque cuando los reclusos reciben la visita de un abogado -es 
lamentable tener que incluir a los abogados como candidatos a ingresar cosas irregulares- o de los 
familiares no tienen contacto físico con ellos, pues los separa un vidrio y la conversación es telefónica 
-como ocurre en todas las cárceles de seguridad-; entonces, hay una y solo una vía de entrada de las 
drogas o de las armas: el personal. Por lo tanto, es mucho más difícil hacer la investigación y detectar al 
responsable cuando son trescientos funcionarios que cuando son quince, veinte o treinta. Entonces, allí si 
eventualmente llegara a ingresar algo a esa unidad de seguridad va a ser mucho más fácil también realizar 
las investigaciones y desandar el camino para ver cómo fue que ocurrió eso. Esto da seguridad, no solo a 
los internos, sino a los propios funcionarios. 


Por lo tanto, estoy convencido de que mientras no exista la tecnología como para hacer el 
seguimiento de las personas que ingresan a las cárceles -no solo al Penal de Libertad pues al COMCAR a 
veces ingresan cientos o más de mil personas en las visitas- pueden ocurrir cosas como las de febrero del 
año pasado cuando un interno se fue caminando. Es evidente que la guardia, en muchos casos no por 
mala voluntad sino por debilidad del sistema, no puede ejercer el control como sería necesario hacerlo. 
Esto lo planteamos en ocasión de la elaboración del informe a la Asamblea General: es imprescindible que 
el Ministerio del Interior cuente con estos medios técnicos; los medios técnicos existen. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Se hacen las requisas? 


SEÑOR GARCÉ.- Se han hecho requisas en las que aparecen celulares y cortes carcelarios, pero hasta 
ahora armas de fuego no. 


En ese sentido, adelanto respuesta a la preocupación de la señora Presidenta. Realmente no sé 
si estas son versiones que se hacen circular con intencionalidad o no. Lo que en primer lugar me llama la 
atención es la insistencia y la diversidad de caminos por los cuales nos llega esta información, porque no 
llega solamente de un recluso en una situación particular sino de internos de distintos sectores que dan 
versiones coincidentes. Además, en algunos casos, se comunican con nosotros por problemas de atención 
de la salud, no piden nada a cambio y sin embargo nos dicen: "Che, tengan cuidado porque miren que acá 
hay muchas armas". Entonces, en ese sentido distinguimos un planteo que viene condicionado para 
obtener algo a cambio, de otros casos en los que nos han dado datos sin pedirnos alguna cosa y casi como 
comentarios incidentales, laterales. En este sentido es que está fundamentada la recomendación, porque 
no son versiones completas, por lo tanto, no las hemos podido confirmar, pero aún incompletas son 
muchas e insistentes 


Creo que sería prudente por lo menos escuchar a tiempo; realmente no sé si hay nafta, granadas 
o pólvora en el celdario, pero tengo la convicción de que hay más armas. Es más: las versiones son 
coincidentes en señalar que hay un sector donde habría más armas que en el resto y es el Sector D; esto 
ha sido dicho por varios internos. Precisamente de este Sector D fue que provinieron las armas que en su 
momento fueran entregadas al señor Senador Vaillant y a quien habla y de ese sector, aparentemente, 
también partió la agresión del otro día cuando alguien emprendió a balazos contra un recluso y un guardia. 


¿Qué pasó después? El autor de esa agresión fue sancionado y está en el Sector E. De hecho, 
en este Sector está funcionando esa especie de unidad de seguridad; está encapsulado un conjunto de 
reclusos que son los considerados más graves y muchos de ellos serían los candidatos naturales a pasar a 
"la isla" o a la Unidad de Seguridad. Es decir, esto no es nada novedoso; de hecho está ocurriendo en el 
Penal, pero en forma incompleta, porque la posibilidad de aislamiento desde el Sector E hacia el F, que es 
donde están otros internos, es prácticamente nula, los separan unos metros. Acá habría que alejar ese 
sector e instalarle un vallado independiente. Este interno está sancionado; está en el Módulo E. 


El señor Senador Penadés preguntaba qué había ocurrido después con la investigación judicial. 
A nivel administrativo no tengo el resultado de esa investigación; creo que todavía está abierta y que no se 
ha llegado a las conclusiones. A nivel del Juzgado Letrado de San José -Juzgado competente- en su 
momento el denunciante, Luis Alberto Suárez Correa ratificó la denuncia; es decir, mantuvo su versión de 
que el arma que había sido entregada al señor Senador Vaillant y a mí había sido proporcionada por un 
funcionario policial; él se mantuvo en esa versión. Es decir, continúa la etapa del presumario. 


SEÑOR PENADÉS.- Una vez que finalice la investigación administrativa me gustaría que se nos hicieran 
llegar las conclusiones pertinentes y, si no es posible, solicitaremos que nos sean remitidas por parte del 
Ministerio del Interior. 


SEÑOR GARCÉ.- Incorporo el pedido que hizo el señor Senador Penadés. 


Todavía me falta contestar la pregunta de la señora Presidenta. Creo que ya adelanté mi 
convicción de que pueden existir más armas y que frente a esto debemos alertar a las autoridades y 
proponer algún tipo de acción de respuesta. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Respecto al caso que estábamos hablando? 


SEÑOR GARCÉ.- Sobre el caso del módulo 5 yo no estaba enterado. Me ocurrió siendo Defensor de Oficio 
un caso exactamente similar y el resultado, al final, fue que mi defendido, que estaba procesado por un 
copamiento hacía quince meses, fue puesto en libertad, fue sobreseído, porque apareció otra persona que 
llamó a un canal de televisión y dijo que era el autor del copamiento por el cual otra persona estaba 
injustamente presa en la cárcel de Canelones. Dio determinados datos del arma, que fue periciada. La 
versión de esta persona -que nunca se pudo capturar- coincidió con las características del arma y por eso 
mi defendido fue puesto en libertad. Coincido con la señora Presidenta en el sentido de que esto es un 
tema de definición jurisdiccional. Yo con mucho gusto estoy a la orden para entrevistar a ese interno, y si él 
desea hacer algún planteo a su abogado o a la Justicia, actuaríamos como un mecanismo de trasmisión, 
pero no otra cosa. 


SEÑOR CID.- Yo quisiera cambiar el enfoque de esta convocatoria al doctor Garcé para señalar que desde 
el mes de febrero hasta el momento que nos está ocupando tenemos más de sesenta visitas a distintos 


institutos carcelarios por parte del Comisionado o de sus adjuntos colaboradores. Creo que eso, de alguna 
manera, ratifica la certeza en la designación por parte de la Asamblea General de este Comisionado 
Parlamentario que hoy nos permite interiorizarnmos de un tema muy sensible para el país y para la 
convivencia de los detenidos. 


Las propuestas que hace el Comisionado Parlamentario en el sentido de la creación de una 
unidad de máxima seguridad, en función de lo que ha ocurrido en los diferentes penales -sobre todo en 
Libertad- es un intento más por dar un instrumento que permita mejorar algo tan problemático como la real 
desproporción que hay entre el número de detenidos y las capacidades locativas de nuestras cárceles. 


Y como estamos hablando de la convivencia entre seres humanos, sabiendo lo difícil que es la 
convivencia en el hacinamiento, tenemos los efectos de esa convivencia anormal, patológica, que se da 
sobre todo en una sociedad que tiene unos códigos de valor totalmente distintos a los que puede tener la 
ciudadanía común. 


A mí no me extraña que todo esto esté sucediendo en nuestras cárceles, porque tenemos una 
incapacidad de contención acorde con lo que es el tratamiento digno de un detenido. Eso lo reconocemos 
tanto de parte de la oposición como del Gobierno. El Gobierno ha hecho muchos esfuerzos por redignificar 
la contención de la gente que ha cometido delitos y que hoy está en las cárceles. 


Además, tenemos códigos de relacionamiento entre los presos que no son los mismos que a 
nivel de la ciudadanía común. Pero si a eso agregamos algún condimento de corrupción, alguna 
incapacidad de control, tenemos un cóctel explosivo que dos por tres va a seguir haciendo efecto. La 
solución, entonces, no transita por convocar a la señora Ministra del Interior para pedirle cuentas. Creo que 
se están haciendo esfuerzos y se están tomando medidas. A través del Presupuesto y de la Rendición de 
Cuentas se han votado asignaciones especiales para tratar de minimizar esto, y el mejoramiento de la 
eficacia policial influirá en el número de detenidos; por supuesto que este número también va de la mano 
del deterioro del relacionamiento social que existe hoy y de la pobreza, que genera muchos escapes hacia 
el delito. Mientras estas cosas no cambien, este asunto lo vamos a tener como un tema de agenda 
permanente. Esta Asamblea General tuvo la percepción, en la anterior Legislatura, de la necesidad de 
nombrar un Comisionado Parlamentario porque, justamente, se estaba percibiendo por parte de 
Legisladores que estaban vinculados al tema de los derechos humanos la necesidad de redignificar la 
contención de estos detenidos, para que la cárcel no fuera solamente un motivo de castigo sino también de 
rehabilitación. 


Hoy tenemos en marcha algo que ha sido ejemplar, como la reivindicación a través del estudio y 
del trabajo de la severidad de las penalizaciones. La señora Ministra del Interior nos comentaba el número 
importante y sorprendente de gente que a través de la educación trataba de reivindicar las penalidades que 
la sociedad le había impuesto, pero es una realidad la falta de contención adecuada para que la 
convivencia entre los propios detenidos pueda ser más humana, con capacidad de socialización y de 
rehabilitación adecuadas. 


Por lo tanto, estoy de acuerdo con que la creación de la unidad de máxima seguridad puede ser 
un paliativo parcial sin lugar a dudas. En la medida en que no podamos redimensionar la capacidad de 
contención con la capacidad de albergue de los detenidos en las cárceles de nuestro país, todo lo que 
hagamos va a ser un paliativo, pero de alguna manera tenemos que abordar algunos hechos puntuales. 
Creo que lo que nos ha planteado el Comisionado Parlamentario es nada más que eso: una medida que 
intenta poner una solución transitoria a algo que escapa a todas las posibilidades. 


Cuando tratamos la Rendición de Cuentas el señor Senador Moreira era muy enfático en señalar 
algunos de los problemas a los que estábamos asistiendo en cuanto a la seguridad en las cárceles, y 
estamos todos de acuerdo. Estamos de acuerdo, además, con que en el país se ha dado una situación 
convergente entre el incremento de la sensación de inseguridad en la sociedad y la capacidad de 
contención, pero también ha habido intentos para hallar soluciones a estos temas. Se cuestionó mucho la 
tarea del anterior Ministro del Interior en cuanto a una ley que fue impulsada y que pretendió encontrar un 
camino de solución que nosotros entendimos pertinente, porque por lo menos era un camino a seguir. Se 
trataba de un intento máximo de rehabilitación. Allí se potenciaron algunos instrumentos que permitieron de 
alguna manera evitar que hoy no tengamos tres veces más detenidos de los que teníamos en aquel 
momento. Algunos detenidos han podido salir en libertad con un índice de reincidencia mucho menor que el 
que se daba cuando los detenidos egresaban por cumplimiento de las sanciones que la sociedad les había 


impuesto. Hoy tenemos un número muy significativo de detenidos que están accediendo a la rehabilitación 
laboral. Son pasos, pero tenemos una realidad social que nos desborda. 


Entonces, yo quiero reivindicar que accedemos a los titulares de prensa en función de los hechos 
más notorios: muertes, atentados, denuncias, ingreso de armas de fuego a los penales y dejamos de lado 
lo que se viene haciendo en el campo de la rehabilitación, lo cual a mí me parece importante. 


Por algo esta Asamblea General, que representa al Parlamento Nacional, hoy tiene el gusto de 
contar con un Comisionado Parlamentario que transita por todas las cárceles del país y nos permitir 
trasmitir una realidad que antes no conocíamos o conocíamos parcialmente. Recuerdo la tarea del 
compañero ex Diputado Chifflet visitando cárceles en todo el país o la del ex Diputado Díaz Maynard, que 
fue gestor de la figura del Comisionado Parlamentario. Hoy tenemos un diagnóstico mucho más universal 
de esta situación, que se ha ido desbordando en función de que la sociedad ha ido cambiando y ha 
modificado sus códigos. Hoy tenemos una incidencia del delito mucho mayor que antes. 


Considero que la propuesta que hizo el Comisionado Parlamentario al Ministerio del Interior -que 
era donde correspondía- de creación de una unidad de máxima seguridad es un pasito más en esta lucha 
por algo que se ha vuelto realmente incontrolable. En la medida en que no logremos rápidamente los 
objetivos de ampliación de las plazas de detención por creación de nuevas estructuras edilicias, que este 
Gobierno ha puesto en marcha, este va a ser un tema permanente en la agenda. Con total sinceridad, creo 
que este planteamiento que se hace, con un diagnóstico de situación muy completo que mucho 
agradecemos, va a seguir siendo lo permanente. 


En lo personal, entiendo que es un apunte en la solución de un problema que no se va a resolver 
con la unidad de máxima seguridad pero por lo menos va a dar una expectativa de que los temas sean 
menos graves de lo que lo son actualmente. 


SEÑOR BRECCIA.- No quiero que se interprete que yo tengo una postura contraria a la sugerencia del 
Comisionado Parlamentario. Estaba tratando de hacer un análisis en profundidad de la propuesta, para 
coincidir con lo que él plantea en el sentido de que esto es un paliativo. Quiero poner énfasis en algo en lo 
que estoy profundamente convencido, para tratar de ser constructivo, con relación a este tema específico 
de la violencia en los penales. Por supuesto que es derivado del hacinamiento, pero estamos hablando de 
la violencia que se traduce en el ingreso de armas de fuego con las que se agrede a otros reclusos y a la 
guardia. Me parece que este es un buen paliativo, pero también hay que poner el énfasis en que parte 
importante de la solución pasa por lograr de una buena vez por evitar el ingreso de armas. La creación de 
una unidad de máxima seguridad no nos tiene que distraer del objetivo fundamental para solucionar este 
aspecto específico y muy puntual del sistema carcelario. 


El fenómeno del ingreso de armas de fuego a los penales es nuevo. Por eso lo analizaba en su 
contexto, donde creo que hay una mezcla de corrupción, poder, drogas, etcétera. Entonces, aun focalizado 
en el tema de la unidad de máxima seguridad, no debemos perder de vista que el problema está más atrás. 
La trinchera la tenemos que poner antes, porque de lo contrario los fenómenos se van a seguir repitiendo. 
Como bien reconocía el Comisionado Parlamentario, obviamente los de tercera ascienden a segunda y los 
de segunda a primera. 


Quiero hacer un mínimo comentario con respecto a la situación denunciada por nuestros 
visitantes del PIT-CNT, que lamentablemente se tuvieron que retirar por un motivo tan doloroso como el 
fallecimiento del compañero Ramos. De la versión taquigráfica el Comisionado, como experiente defensor, 
va a poder extraer que hay elementos llamativos. Hay un indagado por dos rapiñas y se presenta una 
persona de dieciocho años en abril de 2007 confesando dos hurtos que se produjeron en diciembre de 
2006, cuando casi seguramente esta persona en aquel momento era menor de edad y, además, es familiar 
del indagado. Debemos tener mucho cuidado con estas cosas porque surten un gran efecto que muchas 
veces es más efectismo que efectividad. Quienes hemos trabajado en el ámbito del Derecho Penal, 
conocemos decenas de casos de familiares de presos que se hacen cargo de los delitos de quienes están 
presos. Por supuesto que el Comisionado, con su proverbial diligencia, va a visualizar este tema, pero 
quería dejar constancia de que hay que ser muy cauto en la evaluación de este tipo de denuncias. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me parece interesante la propuesta que ha hecho el Comisionado, justamente 
porque crea un clima distinto dentro de las cárceles, sobre todo con relación a los esfuerzos de 


rehabilitación y para mejorar el clima con los otros reclusos, sabiendo que hay un grupo que va a ser 
totalmente resistente a eso. 


Además, si hubiera posibilidades -le pedimos que nos informe sobre la opinión de la señora 
Ministra, en la medida en que esta propuesta siga su curso- sería interesante hacer una experiencia 
transitoria de un módulo de alta seguridad donde los abogados y los familiares tendrían una comunicación 
muy parcial, a través de un vidrio. Es una experiencia nueva que hay que hacer. Si la podemos llevar a 
cabo en este tamaño reducido nos puede servir para cuando tengamos un recinto de alta seguridad de 
otras características. 


Son experiencias que, acotadas, nos pueden dar elementos para una gestión más compleja. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la visita del Comisionado Parlamentario. 


Con respecto a una solicitud del señor Legislador Penadés, que pidió que una vez que estuviera 
la investigación administrativa terminada el Comisionado hiciera de intermediario para obtener información, 
creo que corresponde que la Comisión la solicite a la institucionalidad. Esa es una de nuestras tareas, y 
vamos a tratar de no confundir los roles, porque nos entreveramos y esto ya está algo entreverado. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 58) 
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